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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
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EXPEDIENTE: 0502/2018-3
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**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y CODEMANDADA
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO


           San Luis Potosí, S.L.P., a doce de julio de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 0502/2018-3, promovido por ********** contra actos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la propia Secretaría; y,

R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante auto de veintitrés de noviembre de dos mil dieciocho, previo requerimiento de fecha seis de junio de dos mil dieciocho, se tuvo a ********** por promoviendo juicio contencioso administrativo en contra de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y de la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por la nulidad de “la negativa ficta configurada con la interposición del recurso de revocación de fecha 10 de octubre de 2016, en contra del crédito fiscal **********”; en el mismo auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran dentro del término legal lo que a su derecho conviniera. Con auto de veintitrés de enero de dos mil diecinueve se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, de lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para que en el término de diez ampliara su escrito inicial de demanda, con el apercibimiento de que en caso de no hacerlo en el término concedido, se le tendría por  precluído su derecho, y se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes; por proveído de veinte de marzo de dos mil diecinueve, se hizo efectivo el apercibimiento decretado a al parte actora en auto de veintitrés de enero de dos mil diecinueve y se declaró la prelusión de su derecho para ampliar su escrito inicial de demanda, en razón de no haberlo hecho en el término que le fue concedido para tal efecto, y se señaló fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el ocho de abril de dos mil diecinueve, sin asistencia de las partes; se hizo relación de constancias, en período de pruebas se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza, en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, al tratarse de una negativa ficta, ante la omisión de la autoridad demandada de resolver en los plazos que fija la ley una petición que le fue formulada por la parte actora, le compete conocer y resolver por ser la nueva autoridad facultada en la materia, conforme a lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En cuyo caso, en cuanto al fondo del asunto, deberá estarse a lo previsto en la Ley de Justicia Administrativa del Estado, y demás ordenamientos legales aplicables, vigentes al momento en que se emitió la resolución que recayó al recurso de revocación, cuya negativa ficta reclama el actor de este juicio, y que de las constancias de autos se advierte es de fecha 15 de mayo de 2017; según lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del citado Código Procesal Administrativo.

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico de conformidad con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que acompaña copia certificada del escrito de interposición del recurso de revocación del cual dice se configura la negativa ficta que impugna en este juicio de nulidad, así como del oficio No. SGA-1/053/2016, dirigido al Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno el Estado, en el cual este Tribunal remitió el escrito del recurso administrativo de revocación, sus copias y anexos, a fin de que se avoque al conocimiento del mismo, con sello de recibido de la Secretaría de Finanzas de fecha 01 de diciembre de 2016, documentos visibles en fojas 5 a 19 de este sumario.

En cuanto a la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en razón de que en su representación compareció el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí, que obra en fojas 44 y 45 de este expediente.

Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de: La negativa ficta que la parte actora dice se configura ante la omisión de resolver el recurso de revocación que impuso el actor en contra del crédito fiscal ********** determinado por la Dirección de Fiscalización de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, y la cancelación del crédito fiscal que se confirma a través de la misma.
Lo anterior es así, porque el demandante señala en el escrito de demanda, como pretensión que se deduce en juicio, “La nulidad de la resolución de negativa ficta que se impugna y la cancelación del crédito fiscal que se confirma a través de la mismo”; en los hechos refiere “interpuse Recurso de Revocación en contra de la imposición de una sanción proveniente de la Dirección de Fiscalización de la Secretaría de Finanzas del Gobierno el Estado, misma que se controló bajo el número de crédito fiscal **********”; y, en sus conceptos de impugnación dice, que la negativa ficta se configura porque “la interposición del recurso de revocación se hizo en tiempo y forma legales y la autoridad hoy demandada ha hecho caso omiso al resolver el mismo”.

Derivado de lo anterior, debe advertirse que se trata de la confirmativa ficta del acto materia del recurso de revocación, en términos del artículo 182 del Código Fiscal del Estado, conforme a los hechos o antecedentes expuestos por el accionante; no obstante ello, se entrará al estudio de fondo de la cuestión planteada, según se verá más adelante.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”
En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su escrito de contestación de demanda, que obran en fojas 29 a 43 de este expediente, opusieron la excepción de Falta de legitimación pasiva, manifestando que es procedente en razón de que ni la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado y ni la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, emitieron el acto impugnado en este juicio de nulidad. 

Sin que proceda la excepción en estudio, en razón de que la Dirección General de Ingresos emisora de los actos impugnados es una unidad administrativa dependiente de la Secretaría de Finanzas de Gobierno el Estado, quien cuenta con facultades y atribuciones originarias respecto de los referidos actos materia de este juicio, y que para el despacho de los asuntos de su competencia y ejecución de sus atribuciones fiscales, cuenta con unidades administrativas conforme lo dispone el Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas en sus artículos 1°, 2° y 3° fracción II; y en el caso de la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, esta Sala advierte su participación en la emisión de la resolución expresa que acompañaron al escrito de contestación de demanda, razón por la cual es improcedente esta excepción.

Por otra parte, se advierte que las demandadas interpusieron la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, que se refiere al sobreseimiento del juicio Contencioso Administrativo cuando de las constancias de autos aparece claramente que no existe el acto impugnado; señalando que en ningún momento se configuró la negativa ficta recaída al recurso administrativo de revocación, pues dicho medio de defensa fue resuelto con una resolución expresa contenida en el oficio ********** debidamente notificada al actor el 23 de mayo de 2017, previo citatorio del 22 de mayo del mismo año; y que por ello no existe el acto de negativa ficta que se reclama en este juicio de nulidad.
Esta Sala determina que les asiste la razón a las demandadas, ya que en el caso que nos ocupa, el actor se duele de la negativa ficta, en relación con el Recurso de Reclamación que interpuso en contra del crédito fiscal ********** determinado por la Dirección de Fiscalización de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado; y toda vez que de las constancias que obran en autos se observa, el acta de notificación de fecha 23 de mayo de 2017, con la cual se notificó al aquí actor el oficio ********** el citatorio previo, de fecha 22 de mayo de 2017; y, el oficio ********** de fecha 15 de mayo de 2017, que contiene la Resolución del Recurso de Reclamación que interpuso el aquí actor en contra del crédito fiscal número ********** del 19 de septiembre de 2016; documentos de los que se desprende: que en fecha 15 quince de mayo de 2017 dos mil diecisiete el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, resolvió el Recurso de Reclamación, cuya negativa ficta se reclama en este juicio de nulidad; que el 22 veintidós de mayo de 2017 dos mil diecisiete, se dejó citatorito al contribuyente, hoy actor, en su domicilio, con la persona que ahí se encontraba, a efecto de que lo esperara a el día hábil siguiente para llevar a cabo la diligencia de notificación; y, que el 23 veintitrés de mayo de 2017 dos mil diecisiete, se notificó al hoy actor la resolución en comentó, previo citatorio del día anterior. De ahí que la resolución del recurso de reclamación fue emitida y notificada al demandante antes de que presentara ante este Tribunal la demanda de nulidad. 

Documentos públicos que en copia certificada obran en fojas 46 a 55 del presente expediente, no objetados por la parte actora; por lo que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 72 fracción I, 74, 91 y 100, del Código Procesal Administrativo para el Estado, adquieren valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellos.

En tal virtud, la negativa ficta originalmente planteada no fue configurada como tal, atento a la respuesta que dieron las autoridades demandadas en la resolución a que se ha hecho referencia, entendiéndose que la figura de negativa ficta sólo opera ante la ausencia de resolución, independientemente del tiempo que demore su dictado, siendo que en el caso que nos ocupa, al existir resolución expresa, la negativa ficta de que se duele el actor es inexistente; por lo que resulta procedente la causal de sobreseimiento señalada.
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada del Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, Novena Época, Registro: 173542, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXV, Enero de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: XXI.1o.P.A.66 A, Página: 2271, que dice:

“NEGATIVA FICTA. NO SE CONFIGURA SI SE NOTIFICA LA RESOLUCIÓN EXPRESA ANTES DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE NULIDAD, CON INDEPENDENCIA DE QUE SE EXCEDA EL PLAZO DE TRES MESES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 37 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. De conformidad con el precepto citado, cuando la autoridad fiscal no resuelve una instancia o petición dentro del plazo de tres meses, el interesado queda facultado para adoptar cualquiera de las siguientes posturas: a) esperar que la resolución se emita, o b) considerar que la autoridad resolvió negativamente; quedando en este último caso, facultado para interponer los medios de defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se pronuncie resolución expresa. Lo anterior significa que la oportunidad para impugnar la nulidad de una negativa ficta inicia al cumplirse tres meses sin respuesta, pero fenece cuando la resolución expresa se notifica, pues debe recordarse que lo que la norma pretende es evitar que el contribuyente permanezca en estado de incertidumbre. Por tanto, no es posible impugnar la nulidad de una negativa ficta antes que transcurra el lapso de tres meses sin respuesta, ni tampoco después de que el particular sea notificado de la resolución expresa, porque entonces queda en aptitud de impugnar la misma directamente, atacando sus propios fundamentos y motivos, sin necesidad de presumir que se ha resuelto en sentido contrario, por ser evidente que, esta última figura sólo opera ante la ausencia de resolución, independientemente del tiempo que demore su dictado...”
Ahora bien, en cuanto a la resolución expresa que recayó al Recurso de Revocación, las demandadas, hicieron valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracción VI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo, las que fundan en que la resolución en comento fue debidamente notificada al actor en fecha 23 veintitrés de mayo de 2017 dos mil diecisiete, y que al no haber interpuesto medio de defensa en su contra dentro del término de 30 treinta días que al efecto establece la ley, se trata de un acto consentido, pues la demanda de nulidad en este juicio, fue presentada hasta el 29 veintinueve de mayo de 2018 dos mil dieciocho, cuando había transcurrido en exceso el término legal con que contaba para ello.
En ese sentido, les asiste la razón a las demandadas, pues de las constancias que fueron analizadas en este considerando, quedó acreditado que el día 23 veintitrés de mayo de 2017 dos mil diecisiete, el actor fue notificado de la resolución del recurso de revocación del 19 de septiembre de 2016; de ahí que si la demanda de nulidad fue presentada hasta el 29 veintinueve de mayo de 2018 dos mil dieciocho, se trata de un acto consentido, al no haberse promovido el juicio de nulidad dentro del término de 30 días que establece el artículo 24 fracción I, inciso a) del Código Procesal Administrativo para el Estado.
No obstante lo anterior, y toda vez que el acto reclamado en este juicio de nulidad, fue una negativa ficta, aun cuando ésta no se haya configurado, el actor, en vía de ampliación tenía el derecho de rebatir, de modo específico y concreto, cada uno de los razonamientos expuestos por la autoridad en su contestación, como en el caso se trata de la resolución expresa y su respectiva notificación; y el hecho de que se haya omitido ampliar la demanda, no exime a esta Sala de examinar el fondo la litis que se haya configurado, con lo manifestado en la demanda y contestación. 
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 6 a 13 de este sumario; argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”
SEXTO.- Atento a lo anterior, siendo que se declaró el sobreseimiento respecto a la negativa ficta que reclamó la parte actora en el presente juicio, dada la existencia de una resolución expresa de la autoridad demandada, contenida en el oficio ********** de fecha quince de mayo de dos mil diecisiete, cuya copia certificada obra en fojas 48 a 55 de autos, esta Sala, procede al estudio de fondo en la presente controversia, de acuerdo al criterio contenido en la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito; Novena Época, Registro: 183783, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVIII, Julio de 2003, Materia(s): Administrativa, Tesis: IV.2o.A.48 A, Página: 1157, que dice:
“NEGATIVA FICTA. LA SENTENCIA QUE DECLARE SU NULIDAD DEBE RESOLVER EL FONDO DE LA PRETENSIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DE FACULTADES DISCRECIONALES DE LA AUTORIDAD. De los artículos 37, 210, fracción I, 215 y 237 del Código Fiscal de la Federación, se deduce que al reclamarse la nulidad de la resolución negativa ficta, la sentencia que dirima el juicio de nulidad debe determinar la legalidad de los motivos y fundamentos que la autoridad expresó en la contestación de la demanda para apoyar su negativa, en función de los conceptos de impugnación expuestos por el actor en la ampliación de la demanda y resolver sobre el fondo de la pretensión planteada ante la autoridad administrativa, sin que proceda que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declare la nulidad de la resolución para el efecto de que la autoridad se pronuncie sobre la procedencia o no de la solicitud, por tratarse de facultades discrecionales, pues el propósito de la resolución negativa ficta es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad, objetivo que no se alcanzaría si concluido el juicio se devolviera la solicitud, petición o instancia del particular para su resolución por las autoridades fiscales, quienes pudieron hacer uso de sus facultades al presentárseles la solicitud aludida y al contestar la demanda dentro del juicio.- Revisión fiscal 227/2002. Administrador Local Jurídico de San Pedro Garza García, Nuevo León. 10 de febrero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretario: Martín Ubaldo Mariscal Rojas..- Revisión fiscal 226/2002. Administrador Local Jurídico de San Pedro Garza García, Nuevo León. 12 de marzo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretaria: Nelda Gabriela González García.- Nota: Por ejecutoria del 30 de marzo de 2011, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 23/2011, derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.”

(Énfasis añadido)

En esa tesitura, ante la falta de ampliación de demanda, la litis de la presente controversia, quedó configurada con lo manifestado en los escritos de demanda y contestación, dado que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2º del Código Fiscal del Estado, las disposiciones fiscales son de aplicación estricta, y en el caso que nos ocupa, no aplica la suplencia de la deficiencia de la queja al no actualizarse los supuestos del artículo 93 segundo párrafo de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, relacionada por analogía y por exclusión de lo dispuesto en el numeral 79 de la Ley de Amparo; máxime que no se formularon conceptos de impugnación en contra de la Resolución del Recurso de Reclamación de fecha 15 quince de mayo de 2017 dos mil diecisiete, por lo que esta Sala no puede ir más allá de lo planteado en el escrito inicial de demanda.

En ese sentido, tenemos que en el escrito de demanda el actor se duele de violación a los artículos 14 y 16 Constitucionales, señalando que no se resolvieron las cuestiones controvertidas en el recurso de revocación que interpuso en contra de la determinación del crédito fiscal ********** que la autoridad administrativa vulneró sus garantías de debido proceso, legalidad y acceso a la justicia, pues el acto administrativo debió ser emitido en forma escrita, por autoridad competente, respetando los requisitos de debida fundamentación y motivación.

Por su parte, las demandadas en su escrito de contestación, como ya se señaló, niegan que se haya omitido resolver el recurso de revocación interpuesto por el actor en contra del crédito fiscal ********** toda vez que dicho medio de defensa fue concluido mediante resolución que puso fin al mismo con número ********** emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado, notificado el 23 de mayo de 2017 previo citatorio de 22 de mayo del mismo año; señalan que la notificación de la citada resolución fue llevada a cabo legalmente, observando las reglas que para tal efecto contemplan los artículos 73 del Código Fiscal del Estado, 134 fracción I y 173 del Código Fiscal de la Federación.

Refieren que la resolución del recurso de revocación fue debidamente notificada al actor el día 23 de mayo de 2017, que al no haber sido impugnada dentro del término de 30 treinta días que parar tal efecto establece la Ley de la materia, se trata de un acto consentido, pues la demanda de nulidad se presentó ante este Tribunal el 29 de mayo de 2018, y por tanto el juicio fue promovido en forma extemporánea. 
En ese sentido, se procede a analizar las pruebas ofrecidas por las partes:
De la parte actora:

Copia Fotostática del escrito de interposición del recurso de revocación de fecha 10 de octubre de 2016, en contra de la resolución contenida en el oficio con número de Crédito Fiscal ********** de fecha 04 de octubre de 2016, así como del requerimiento ********** de fecha 30 de junio de 2016, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, en la que se determina a cargo del hoy actor créditos fiscales por la cantidad de ********** (********** PESOS 00/100 M.N.), que obre en fojas 7 y 8 de este sumario.
Copia fotostática de acta de notificación y de la determinación del crédito fiscal ********** de fecha 19 de septiembre de 2016, relativa al requerimiento ********** emitidos por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, visible en fojas 9 a 12 de este expediente.

Documentos que aunque fueron ofrecidos en copia simple, al no haber sido objetados por las demandadas, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 79 de la Ley de Justicia Administrativa, se tienen por auténticos y adquieren valor probatorio para acreditar lo inserto en ellos; como es, la determinación del crédito fiscal ********** relativa al requerimiento ********** en la que se impusieron multas al aquí actor por haber presentado extemporáneamente las obligaciones correspondientes a los meses de julio a diciembre de 2014, enero a diciembre de 2015, y, enero y febrero de 2016, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas el 19 de septiembre de 2016; que el crédito fiscal en comento fue notificado al actor; que interpuso recurso de revocación en contra de la determinación del crédito fiscal ********** así como del requerimiento ********** de fecha 30 de junio de 2016; sin que de ellas se desprenda ningún dato tendiente demostrar la ilegalidad de la resolución que recayó al recurso de revocación interpuesto por el actor en contra de la determinación del crédito fiscal **********
De la parte demandada:

Acta de notificación de fecha 23 veintitrés de mayo de 2017 dos mil diecisiete, con la cual se notificó al aquí actor la resolución del recurso de revocación, contenida en el oficio ********** el citatorio previo, de fecha 22 veintidós de mayo de 2017 dos mil diecisiete; y, el oficio ********** de fecha 15 quince de mayo de 2017 dos mil diecisiete, que contiene la Resolución del Recurso de Reclamación que interpuso el hoy actor en contra del crédito fiscal número ********** emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas; mismos que fueron valorados en el Considerando Cuarto de esta sentencia, a los que se otorga valor probatorio pleno a para .acreditar lo inserto en ellos, como es: que el 15 quince de mayo de 2017 dos mil diecisiete el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, resolvió el Recurso de Reclamación, cuya negativa ficta se reclama en este juicio de nulidad; que el 22 veintidós de mayo de 2017 dos mil diecisiete, se dejó citatorito al contribuyente, hoy actor, en su domicilio, con la persona que ahí se encontraba, a efecto de que lo esperara a el día hábil siguiente para llevar a cabo la diligencia de notificación; y, que el 23 veintitrés de mayo de 2017 dos mil diecisiete, se notificó al hoy actor la resolución en comento.
En esa tesitura, se procede al estudio de la Resolución emitida el 15 quince de mayo de 2017 dos mil diecisiete por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, en la que resuelve el Recurso de Revocación, interpuesto por el aquí actor en contra del crédito fiscal ********** del 19 diecinueve de septiembre de dos mil dieciséis 2016; en base a las violaciones de que se duele el actor en el escrito de demanda a los artículos 14 y 16 Constitucionales, señalando que el acto administrativo debió ser emitido en forma escrita, por autoridad competente, respetando los requisitos de debida fundamentación y motivación.

Advirtiendo esta Sala que la resolución en estudio fue emitida por escrito, que en ella se plasma la legislación que otorga competencia al Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, así como las causas y razones que tomó en consideración para emitirla en los términos que lo hizo; lo que se advierte en los apartados de fundamento, substanciación del recurso, y considerandos, siendo en este último, donde se contiene el estudio de los agravios y de las pruebas que fueron aportadas, así como los razonamientos y fundamentos que llevaron a la autoridad demandada a confirmar el crédito fiscal recurrido; de ahí que la misma cumple con los requisitos de fundamentación y motivación que deben contener los actos administrativos.

En esa tesitura debe sostenerse que la Resolución del Recurso de Revocación, interpuesto en contra del crédito fiscal ********** emitida el 15 quince de mayo de 2017 dos mil diecisiete por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, se encuentra debidamente fundada y motivada, en concordancia a lo establecido en el artículo 16 Constitucional y en relación con el artículo 46 fracciones II, IV y V, del Código Fiscal del Estado, y numerales 4º fracciones I, IV y V, y 5º fracción II de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación No. 402, visible en la página 666 del Tomo Parte III, Sección Administrativa de la Séptima Época del Apéndice de 1975, la cual contiene: 
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE. Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca”. 

Por lo que resulta infundado lo argumentado por el actor en su escrito de demanda, relativo a la falta de fundamentación y motivación del acto que impugna, siendo que en el caso que nos ocupa, existe respuesta expresa en que se resuelve el recurso de revocación que interpuso en contra de la determinación del crédito fiscal número ********** sin que esta Sala pueda ir más allá del estudio de la fundamentación y motivación de la resolución en cita; ello ante la falta de ampliación en la que se hubiera impugnado lo argumentado en la contestación de demanda; así como la falta de conceptos de impugnación en contra de la resolución expresa que recayó al recurso de revocación; pues la parte actora no hizo uso de ese derecho, no obstante que se le dio vista con la contestación de demanda y anexos, según consta de la notificación que le fue realizada que obra en foja 60 del presente expediente; por tanto, aún y cuando es potestativo para el interesado ampliar la demanda o abstenerse de hacerlo, las consecuencias que una y otra actitud traen consigo, ya no dependen de su voluntad, sino de las reglas que rigen el juicio de nulidad. 
Resultan aplicables, las tesis aisladas que a continuación se trascriben:

Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, Registro: 213536, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, XIII, Febrero de 1994, Materia(s): Administrativa, Tesis: II.2º.70 A, Página: 381:

“NEGATIVA FICTA. CONSECUENCIAS DE LA FALTA DE AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DEL JUICIO DE NULIDAD. Toda vez que la negativa ficta es una ficción legal que nace del silencio de la autoridad administrativa, únicamente como substitución del acto expreso cuya emisión le fue solicitada; resulta evidente que los motivos y fundamentos que a este último correspondan, quedan expuestos hasta que la autoridad conteste la demanda del juicio de nulidad en el que se reclama la producción de dicha negativa; y para tales casos el artículo 60 de la Ley de Justicia Administrativa, otorga el derecho a la parte actora de ampliar su escrito de demanda, dentro del término de quince días, precisamente con la finalidad de que esté en aptitud de combatir las razones y fundamentos esgrimidos por la autoridad demandada. Sin embargo, aun cuando es potestativo para el interesado ampliar la demanda o abstenerse de hacerlo, las consecuencias que una y otra actitud traen consigo, ya no dependen de su voluntad, sino de las reglas legales que rigen el juicio de nulidad, por cuya virtud, si decidió no impugnar lo argumentado en la contestación de la demanda, deberá reconocerse la validez de la resolución reclamada.
(Énfasis añadido)

Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Octava Época, Registro: 218250, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, X, Octubre de 1992, Materia(s): Administrativa, Tesis: II.2º.70 A, Página: 381:

“NEGATIVA FICTA, CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA FISCAL Y DE LA FALTA DE ESTA, EN CASO DE. En tratándose de una resolución negativa ficta, si la autoridad demandada al contestar la demanda fiscal da los fundamentos y motivos de la resolución impugnada, la actora en la instancia de nulidad tiene el derecho expresamente reconocido por la ley (artículo 210 del Código Fiscal de la Federación) para poder ampliar su demanda inicial, esto es, una vez producida la contestación respectiva y a efecto de desvirtuar los argumentos en ella expresados, la actora está en absoluta libertad, sin que nadie pueda impedírselo, de ampliar su demanda inicial. Sin embargo esta es una decisión que sólo la actora puede o no tomar, es en efecto potestativo para ello realizar o no la ampliación de la demanda correspondiente, pero las consecuencias de la decisión que llegue a tomar ya no dependerán de su voluntad, sino de las reglas que rigen el procedimiento del juicio fiscal. En tales condiciones, si amplía su demanda y desvirtúa los argumentos sostenidos en la contestación, obtendrá la declaración de nulidad de la resolución impugnada; por el contrario si no produce la ampliación de la demanda inicial, o la misma es extemporánea, no podrá desvirtuar lo argumentado en la contestación de la demanda y por tanto deberá reconocerse la validez de la resolución impugnada.”

(Énfasis añadido)

Con base en lo expuesto, esta Tercera Sala Unitaria resuelve decretar la LEGALIDAD y VALIDEZ de la Resolución del Recurso de Revocación, interpuesto en contra del crédito fiscal ********** emitida el 15 quince de mayo de 2017 dos mil diecisiete por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y con apoyo además en los artículos 3º, 19 fracción V, 32, 94 y 96, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio  contencioso administrativo, respecto de la negativa ficta que por esta vía se reclama, por las razones contenidas en el Considerando Cuarto de esta sentencia.
TERCERO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de la Resolución del Recurso de Revocación, interpuesto en contra del crédito fiscal ********** emitida el 15 quince de mayo de 2017 dos mil diecisiete por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Sexto de la presente sentencia.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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